Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 16 minutos) 


-La Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores tiene el agrado de recibir a los miembros de la Junta 
Departamental de Soriano que han formulado acusación en el juicio político contra el Edil Sergio Guastavino por violación de la 
Constitución. De acuerdo con el procedimiento que ha fijado la Comisión, en primer lugar, se va a recibir la declaración de quienes 
han formulado la acusación, luego se recibirá la declaración del acusado y, con posterioridad, seguramente la Comisión disponga la 
apertura de un período de prueba y de manifiesto. 


Tiene la palabra el señor Donatti. 


SEÑOR DONATTI.- Habíamos hecho un planteo en la Junta Departamental debido a un incidente que ocurrió entre el Edil 
denunciado, el señor Sergio Guastavino, y un inspector municipal de tránsito, donde hubo dos etapas de agresión por parte del Edil 
hacia el referido inspector de tránsito. 


El sábado 22 de marzo, en horas de la mañana, el mencionado Edil insultó al inspector de tránsito porque se encontraba 
trabajando donde, supuestamente, le había mandado su superior. El inspector de tránsito se encontraba en la esquina de Rodó y 
Colón donde se encuentra una estación de servicio "Texaco" que es propiedad de la familia Guastavino. El mismo sábado, en horas 
de la tarde, el inspector volvió a ese lugar mandado por sus superiores y el Edil lo intentó atropellar con el auto, causándole 
lesiones que son constatadas por un médico de Salud Pública y que son puestas en conocimiento del propio Intendente Municipal y 
del superior del inspector de tránsito. El planteo pasó a la Comisión de Asuntos Internos, se llamó al Edil Guastavino para tratar de 
aclarar la situación y se le solicitó al Ministerio del Interior el parte policial respectivo, ya que actuó la Policía, que le tomó 
declaraciones al Edil Guastavino, ante la denuncia del señor Plaza, que es el inspector municipal agredido. En esas declaraciones 
el Edil aduce que el inspector municipal estaba impidiendo que los clientes entraran a la estación de servicio y, en el parte policial, 
este Edil aparece como propietario de la estación. Debido a que el inspector municipal estaba en la esquina, esto disuadía a 
muchos clientes de llegar hasta allí por la posibilidad de ser multado, por ejemplo, ante faltas menores o por no tener alguna 
documentación en regla y que fueran a otra estación de servicio, lo que le causaba un perjuicio económico. Luego de este planteo - 
que reiteró en un medio de comunicación- dice que no es integrante de la firma sino que lo hacía defendiendo a la empresa de sus 
hermanos. 


Si bien eso es cierto, porque legalmente la empresa es de los hermanos, también lo es que el Edil Guastavino está todo el día en la 
estación de servicio. Es más, por lo menos la mitad de los ocho mil o nueve mil conductores de Mercedes han visto su auto 
estacionado allí. 


Es por eso que la Comisión de Asuntos Internos de la Junta planteó que este Edil estaría violando lo dispuesto en la Constitución, 
la que impide o trata de impedir que quienes ocupamos cargos públicos nos beneficiemos del mismo. Nosotros entendemos que 
esto es así porque la estación de servicio "Texaco" de Mercedes hasta ese momento era prácticamente la única o la mayor 
proveedora de combustible de la Intendencia Municipal de Soriano, incluyendo la Junta Departamental. Cerca del 80% del 
combustible y el 100% de los lubricantes eran provistos por ella. 


Luego de la dilucidación de este expediente, se decidió solicitar a través del Senado la exclusión del Edil porque consideramos que 
está violando la Constitución al estar trabajando en una estación de servicio -en Mercedes se lo ve todo el día en ella- que, si bien 
en los papeles pertenece a sus hermanos, es su fuente de ingresos. 


SEÑOR KELLAND.- En primer lugar, quiero agradecer a la Comisión la invitación. Para mí es un honor estar acá y reencontrarme 
con el profesor Correa Freitas, ya que tuve el honor de hacer el Curso de Formación de Altos Ejecutivos en la Administración 
Pública en la Escuela de Servicio Civil durante su Dirección, en el período 1999-2000. En realidad, él tiene un poco la culpa de mi 
celo en la Administración Pública, porque en ese curso nos lavaron el cerebro en el sentido de sentirnos servidores públicos, como 
lo que realmente somos. 


Mi historia como Edil comienza en 1985 y siempre me he caracterizado por luchar contra la corrupción o aspectos no cristalinos de 
la gestión municipal. En ese aspecto tengo un historial bastante largo que no viene al caso detallar, pero esta es la primera vez que 
tengo que acusar -esa es la palabra exacta- con gran tristeza, a un compañero de Partido -incluso, fuimos compañeros de 
generación en el año 1985-; pero el interés público está por encima de estas consideraciones partidarias o personales. 


Hecha esta aclaración, paso a detallar lo sucedido. Si los señores Senadores lo desean, puedo dejar en la Comisión recortes de 
prensa y declaraciones en la radio y en la propia Comisión, aunque supongo que la Junta mandó un "dossier". De todas formas, no 
tengo inconveniente en dejarlo. Tal vez basé mi acusación en la indignación que me suscitó el hecho de que se haya atropellado al 
inspector de tránsito. Creo que los señores Senadores tienen en su poder el acta que confeccioné, en la que consta una exposición 
bastante extensa y donde intenté fundamentar, desde el punto de vista legal, todos mis argumentos. En dicha acta encontrarán los 
detalles; simplemente ahora me estoy refiriendo a ella en un sentido general. 


Todo Mercedes sabe -porque es público y notorio- que Guastavino o es dueño encubierto de la empresa o, por lo menos, es un 
empleado de alta jerarquía, porque está todo el día detrás del mostrador. Inclusive, cuando se suscitó el incidente a que se hizo 
referencia y tal como lo relató el Edil Donatti, es evidente que se estaban afectando sus intereses personales. Por su parte, él 
aduce que no era dueño del lugar, pero cabe resaltar que los artículos 291 y 292 no solamente hacen referencia a la calidad de 
propietario sino también a empleados de firmas que contraten con la Intendencia. Ante esto, me pregunto cómo explicaría ante una 
inspección del Banco de Previsión Social o de la Dirección General Impositiva el hecho de que se encuentre todo el día detrás del 
mostrador y, si no es empleado, seguramente está en una situación irregular. 


Por otra parte, entendí que hay otras cosas tan graves como esta. Nosotros los Ediles, en la sesión preparatoria del 4 de julio 
firmamos una declaración jurada por la cual todos declaramos no estar comprendidos en los artículos 77, 290 y 294 de la 
Constitución, que refieren a los contratos con la Intendencia como empresa. Este señor firmó dicha declaración el día 4 de julio y, 
posteriormente, aduce que no era dueño y que había vendido su parte a los hermanos. En su momento, presenta esto como 
prueba ante la Comisión pero creo que en realidad este elemento se transforma en una contraprueba o en una carga, porque la 
declaración jurada fue firmada el 4 de julio y recién el 12 de julio de 2000 el escribano Yamandú Garcés firma el traspaso de la 
parte de la empresa "Texaco" del Edil Guastavino a sus hermanos. Esto recién se inscribe en febrero del 2001. Según me 
explicaron otros escribanos en Mercedes, el contrato tiene vigencia entre las partes, entre los socios, pero recién tiene vigencia 
ante terceros cuando queda finalmente inscripto en el Registro de Comercio, es decir, en febrero de 2001. Por lo tanto, en los 
hechos, a nivel privado y ante sus hermanos la relación cesó el 12 de julio, pero ante la Intendencia y la Junta Departamental el 
señor Edil estuvo contratando con ellas por lo menos en el período comprendido entre el 13 de julio de 2000 y el 9 de febrero de 
2001. Esa es una de las pruebas. 


Además, en el acta hago referencia a los estados de notoriedad pública porque, como los señores Senadores saben, muchas 
veces los jueces terminan fallando o decretando procesamientos con prisión o sin prisión, según el estado de conmoción o 
notoriedad pública. Creo que este caso de Guastavino es un ejemplo típico -y lo digo con dolor- de un integrante de la clase política 
que se está burlando abiertamente de todas las cosas y ante la cara de las personas. Esto lo digo por cuenta propia, ya que se 
trata de una empresa que, como lo señalan las cifras, tiene la mayor parte del contrato de combustible, prácticamente todo el 
lubricante con la Intendencia y el 100% de las boletas de la Junta Departamental. Debemos tener en cuenta que se trata de un 
pueblo chico en el que nos conocemos todos y, por lo tanto, cualquiera podía verlo allí todos los días, y además lo seguimos 
viendo. Tengo entendido que hace unos días se vendió una parte de la empresa y, por lo tanto, no sé si continúa estando allí, pero 
hasta la fecha en que sucedieron estos hechos se encontraba religiosamente detrás del mostrador. Me parece que esto es reírse 
de la Junta Departamental y de lo que establece la Constitución. 


Pertenezco a la generación que salió de la dictadura -trabajamos en el año 1982 con el "Negro" Pozzolo y también con el doctor 
Tarigo- y debo decir que entramos a la Junta en 1985 con muchas ilusiones depositadas en el sistema democrático y en la clase 
política. Inclusive alguien ha dicho que somos excesivamente celosos de la Junta como institución. Personalmente la quiero 
muchísimo y esta situación me ha dolido tremendamente porque, reitero, es como reírse de la gente y decirle: "¿Ven? yo arreglo 
unos papelitos, hago lo que quiero y contrato igual". 


En consecuencia, creo que aquí están configuradas las causas inclusive desde el punto de vista legal, porque hay pruebas y 
testimonios en la prensa, de él mismo, hablando en primera persona como dueño de la agencia. Además, esta situación tiene en la 
mira a toda la clase política de Mercedes, porque la gente se está preguntando qué va a pasar con todo esto. No quiero que se 
malinterpreten mis palabras; este es, simplemente, un hecho objetivo que estoy trasmitiendo y, naturalmente, el Senado de la 
República y esta Comisión, son soberanos para pronunciarse. De todos modos, reitero, hay un sentimiento general que se está 
viviendo y la gente se pregunta si se hará justicia o no y si primará la parte burocrática sobre la política. 


Por otro lado, si vamos a la parte estrictamente política, ha sido obvio en la trayectoria de este Edil -y aquí salgo de lo que es la 
prueba en si misma- que ha estado votando sistemáticamente los pedidos del Intendente, inclusive cosas que a veces no ha 
acompañado el propio Partido Nacional. Esto configura un hecho político real de connivencia con el Intendente, por lo cual digo 
honestamente -no con pruebas, pero sí con convicción- que ha habido un arreglo. No tengo ningún inconveniente en afirmar esto. 


Quedo a la orden de los señores Legisladores para cualquier pregunta que deseen formular. 


SEÑOR MILLOR.- Me consta que este reportaje al que se hace referencia, en el que el señor Guastavino habla en primera persona 
y da a entender que es propietario -o por lo menos parte importante- del negocio, es del año 2002, pero me gustaría que se 
precisara la fecha, ya que es un dato importante a tener en cuenta. 


SEÑOR DONATT!.- El reportaje está fechado el día sábado 10 de agosto del 2002. 


SEÑOR MILLOR.- Simplemente quería aclarar la fecha de esa declaración, porque creo que es un dato que sirve a los miembros 
de la Comisión. 


SEÑOR GOMEZ.- Quisiera aportar otro elemento que entendemos -y así también lo consideró la Comisión de la Junta 
Departamental que actuó en el caso- que es complementario de lo que informaba el Edil Kelland en cuanto a la fecha en que se 
realizó la declaración jurada y la fecha en que el Edil se desvincula de la empresa. Posteriormente, y ya con anterioridad, aparecían 
declaraciones del Edil Guastavino manifestándose como propietario de la empresa y también en defensa de los intereses 
económicos de los revendedores de nafta. Pero en este caso preciso hay un documento oficial de cuando ocurre el hecho con el 
inspector municipal, que es el parte policial. Si los señores Senadores me permiten, voy a leer parte de este documento. Dice: 


"Visto que fuera el denunciante en Emergencia del Hospital local por el DR. ORELLANO, le certificó: “Erosión y Tumefacción de 1/3 
medio de cara antero externa tibio peroné derecho, inhabilita por 72 hs”.- 


Siendo la hora 19.15' emplazado comparece el Sr. Sergio Ramón GUASTAVINO AGUIAR, o0/d, 52 años, D.N.!. Nro. 3.846.442-4, 
domiciliado en calle Varela 357, quien al respecto expresa que es propietario de Estación “Texaco' sito en calle Rodó y Colón y que 
desde hace algunos días los Inspectores de tránsito se colocan dentro del predio de la estación para realizar boletas de infracción 
al tránsito, perjudicándolo en la faz comercial"... 


De manera que en este parte policial -que nosotros entendemos que es un documento oficial- el señor Edil en dos oportunidades 
hace referencia al tema: dice que es el propietario de la estación "Texaco" y manifiesta que es perjudicado comercialmente. Esto 
contrasta con la Intendencia Municipal y la Junta Departamental de Soriano, lo cual entendemos que es violatorio de los artículos 
constitucionales que comentaba anteriormente el señor Edil. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quisiera preguntar si antes de este episodio con el inspector, en la Junta se había planteado la 
incompatibilidad entre ser propietario o trabajar en la estación de servicio y la condición de Edil. 


SEÑOR DONATTI.- Nosotros ya el año pasado habíamos planteado, justamente por la información que apareció en la prensa 
sobre su supuesta vinculación con la empresa, la posible incompatibilidad del cargo de Edil, puesto que hasta ese momento, dadas 
sus propias declaraciones, suponíamos que el señor Guastavino integraba la firma propietaria de la estación "Texaco". En ese 
momento la Junta Departamental, después de hacer la investigación pertinente, resolvió el archivo del expediente, pero en los 
considerandos de esa resolución se menciona que el señor Guastavino, al referirse a la empresa que contrata servicios con el 
Gobierno Departamental, lo hacía en primera persona del plural, y en otros momentos asumió su condición de estacionero 
vendedor de nafta. Además, en el considerando 29), se dice que de la documentación presentada surge que, si bien la cesión de su 
participación en la referida empresa es anterior al momento en que asumió su cargo de Legislador departamental -fue un día antes: 
el 12 de julio de 2000- la referida cesión se produce recién en el correr del año 2001. Se señala también que los hechos 
mencionados hacían obligatoria la intervención de la Junta Departamental a los efectos de comprobar si estaba incurriendo en 
algunas prohibiciones constitucionales, de acuerdo con los artículos 290 y 291. 


Todos estos elementos, de acuerdo con lo manifestado en la propia Comisión y luego en la Junta, constituyen un fuerte indicio de 
que podría existir una vinculación laboral o un interés económico con la empresa a la que concurre habitualmente pero de la cual 
se desvinculó societariamente. Al existir fuertes indicios -pero no elementos concluyentes- se habría configurado, por parte del 
señor Edil Guastavino, el no cumplimiento de algunas disposiciones previstas constitucionalmente, y se resuelve el archivo del 
expediente. 


En ese momento la Bancada del Frente Amplio había tratado ya de votar lo dispuesto en los artículos 290 y 291 de la Constitución 
de la República pero como, por supuesto, ahí no tenemos número suficiente, se consensuó una redacción del expediente que 
terminó siendo archivado. Sin embargo, en ella figuraban cuáles eran las consideraciones que nosotros proponíamos y que, si bien 
no podemos afirmar que tenemos las pruebas, porque tampoco podemos llamar a declarar a los responsables de la firma -ya que 
no contamos con la capacidad de poder citar a declarar a particulares como testigos- sí teníamos, por lo menos interiormente, la 
sensación de que el señor Guastavino era parte de la firma, que integraba la empresa y, por lo tanto, que había un interés 
económico entre medio de su función de Edil y su vinculación con la empresa, que es la suministradora de combustible a la Junta y 
a gran parte de la Intendencia. 


SEÑOR KELLAND..- En primer lugar quería explicar un poco por qué en ese momento voté el archivo del expediente. 


Realmente en ese entonces ya tenía la presunción total de todo lo que dije antes. En nuestra Bancada el tema se habló y se 
discutió mucho. Personalmente, he sido siempre muy respetuoso de las decisiones internas de mi Bancada y muchas veces, no 
estando de acuerdo con algunas de ellas, he ido a la Junta y las he votado por disciplina partidaria y respeto a los compañeros y a 
la democracia interna. 


En ese entonces yo voté contra mi opinión porque en la Bancada había una mayoría de compañeros que entendían que había que 
dar una especie de segunda oportunidad al Edil. Pero, en definitiva, en su momento pedí que se hiciera algún tipo de gestión por 
medio del coordinador para que esa situación tan irritante de estar visiblemente y ante toda la opinión pública como dueño de una 
empresa que está contratando con la Intendencia, se terminara. 


Sé que alguna conversación tuvo lugar y se realizaron también sugerencias al respecto, pero no dieron resultado y la gota que 
desbordó el vaso fue que, concomitantemente y cuando esas gestiones se estaban terminando, ocurre este incidente con el 
inspector de tránsito; ahí sí convocamos a la Bancada. Quiero aclarar que en la Junta el Partido Colorado tiene nueve Ediles, uno 
es él y hay otro Edil que fue electo por el sublema Foro Batllista que no votó, pero de la lista 15 40 2000, que es la mayoritaria en el 
departamento y tiene siete Ediles, votamos todos. 


Originalmente y si leen en actas, van a ver que entendíamos que era posible la destitución en forma inmediata -tal como dice el 
artículo- por parte de la propia Junta y había algunos antecedentes al respecto. Pero quería explicarles por qué en su momento, es 
decir, en diciembre, cuando ocurrieron esos hechos, ese primer expediente se archivó. Personalmente, voté el archivo pero no 
voté, en su oportunidad, el juicio político o algún otro tipo de medidas. No tengo absolutamente ningún tipo de inconveniente en 
aclararlo públicamente porque las cosas fueron así y pienso que la verdad es lo que hay que decir. Las cosas tienen que ser lo más 
cristalinas posible y la verdad es que los hechos fueron así. 


Esta era la aclaración que quería realizar. 


SEÑOR GOMEZ.- Simplemente hago uso de la palabra para realizar un comentario final y destacar que en esta segunda instancia 
en la que se presenta un expediente por la supuesta implicancia del Edil Guastavino, más allá de que en las dos oportunidades los 
expedientes fueron presentados por Ediles integrantes de la Bancada del Encuentro Progresista- Frente Amplio, en ningún 
momento nos animó la búsqueda de un rédito político, ni pasó por nuestra mente tomar el asunto como algo político-partidario, de 
rivalidad o a título personal. En realidad, nos enmarcamos dentro de lo que entendíamos correcto, amparados por la Constitución 
de la República. 


También cabe señalar que en esta segunda oportunidad el informe en el que se plantea el juicio político al Edil Guastavino, fue 
votado por Ediles pertenecientes a las tres Bancadas, es decir, integrantes del Encuentro Progresista-Frente Amplio, del Foro 
Batllista -como señalaba el Edil Kelland- y del Partido Nacional. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MILLOR.- Quiero aclarar -quizás ya lo haya hecho el señor Presidente porque en realidad al inicio de esta sesión estuve 
fuera de la Comisión- que no hacemos ningún tipo de comentarios porque ese es el estilo de trabajo de la Comisión. Que quede 
claro que no se trata de una falta de cortesía, sino un mecanismo de trabajo, más allá de que después, entre nosotros podamos 
debatir. 


SEÑOR KELLAND.- Reitero el agradecimiento que hicimos al principio. Creo que este estilo de trabajo responde a una mecánica 
nueva de funcionamiento de la Comisión porque en otros casos que se han dado, en otros períodos de Gobierno, no recuerdo que 
se citara a los interesados. Por lo menos eso es lo que ocurrió con otro planteo que se suscitó también en el departamento de 
Soriano, oportunidad en la que no nos convocaron. 


En consecuencia esto habla muy bien de la seriedad con que se encara el trabajo de esta Comisión, ya que no se limitan 
simplemente a mirar los papeles, sino que se brinda la oportunidad de vernos las caras y conversar sobre los temas. Debemos 
tener en cuenta que el relacionamiento humano es insustituible. 


Espero que hayamos sido claros; seguimos a la orden y si es necesario concurrir nuevamente, no tenemos inconveniente en 
hacerlo. 


SEÑOR KORZENIAK.- Como se trata de una cuestión de mero procedimiento, que no refiere al fondo del asunto, me voy a permitir 
hacer una aclaración. 


Hace unos años -y recuerdo un antecedente que vino de la Junta Departamental de Soriano- la instrucción de los juicios políticos le 
correspondía a la Comisión de Asuntos Administrativos del Senado y no a la de Constitución y Legislación. Entonces, en ese 
período, efectivamente, no se seguía este procedimiento que en la mayor medida posible equivale a un juicio. Digo esto porque si 
hay una acusación se escucha al acusador para que ratifique o amplíe; se escucha al acusado, etcétera. Desde que la Comisión de 
Constitución y Legislación, por Reglamento, es la encargada de instruir los juicios políticos, el procedimiento siempre ha sido este. 
Concretamente, el Reglamento del Senado se modificó y este tipo de temas, reitero, corresponden a esta Comisión. 


SEÑOR MILLOR.- Deseo aclarar que hubo un juicio político -creo que fue el único caso desde que volvió la democracia- que 
terminó con la separación de dos Ediles pertenecientes a la Junta Departamental de Maldonado, en el Período 1990-1995. O sea 
que esta forma ya existía y en aquella oportunidad se recibió a todo el mundo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación del Senado, agradece a los señores Ediles que han formulado 
la acusación, por haber concurrido y haber expresado los motivos correspondientes, ratificando la denuncia y aclarando además 
algunos aspectos. 


(Se retiran de Sala Ediles de la Junta Departamental de Soriano) 
(Ingresan a Sala el señor Edil Sergio Guastavino y sus asesores) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación del Senado se complace en recibir al señor Edil Sergio 
Guastavino, quien ha sido acusado en el juicio político que ha presentado la Junta Departamental de Soriano. De acuerdo con el 
procedimiento que ha fijado esta Comisión, en primer lugar se ha recibido la declaración de la parte acusadora y ahora, siguiendo 
las normas del debido proceso, corresponde recibir las declaraciones de la parte acusada. 


En consecuencia, le concedemos la palabra al señor Edil Sergio Guastavino. 
SEÑOR GUASTAVINO.- Muchas gracias por recibirnos aquí. 


Para nosotros, además de ser nueva esta situación, es única y nos tiene un poco nerviosos el procedimiento a seguir de aquí en 
más. He venido acompañado por el Edil suplente, señor Cheveste, y por el doctor Andrés Ramírez, quien ha realizado un trabajo a 
conciencia con respecto a la defensa jurídica en lo que atañe a lo que se me involucra. 


Aclaro que no sé cuál va a ser la metodología a emplear, pero quiero señalar que tenemos la defensa en forma escrita y la vamos a 
dejar a disposición de los señores Senadores. En lo que tiene que ver con el aspecto político, el doctor Ramírez puede comenzar a 
explicar esto que acabamos de entregar. 


SEÑOR RAMIREZ.- Es realmente un gusto para mí estar aquí, principalmente por la presencia de dos Senadores que, además de 
colegas, han sido mis docentes en la Facultad de Derecho. De uno de ellos hemos leído sus publicaciones en más de una 
oportunidad y, con respecto al otro, señalo que allá por el año 1988, hemos sido alumnos; a ambos les agradezco los 
conocimientos que me han impartido. Mi ética profesional, entonces, me obliga a saludarlos a todos. 


Simplemente, queremos hacer algunas consideraciones que el tema nos ha presentado. En definitiva, se trata de las 
consideraciones que vamos a dejar en poder de los señores Senadores y que constan en el expediente que se va a formar. No sé 
exactamente con cuánto tiempo cuento para leer parte del documento que hemos traído, pero trataré de abordar lo más importante. 


Esta acusación realizada por la Junta Departamental ante el Senado de la República nos ha merecido determinadas 
consideraciones, tanto desde el punto de vista de su forma como de su contenido. 


Concretamente, entendemos que no es de aplicación, en este caso, el artículo 296 de la Constitución de la República, ya que no se 
está infringiendo ni violando la Constitución, tal cual se desarrollará en la parte relativa a "Consideraciones de Fondo". 


No obstante, es preciso tener presente que la acusación formulada ante este Senado de conformidad con el artículo 296 de la 
Constitución, efectuada por decreto de la Junta Departamental de Soriano de fecha 22 de agosto de 2003, supone desconocer, a 
nuestro juicio, claros principios constitucionales en cuanto a la forma, que se consideran fundamentales para la legítima defensa. 


En primer lugar, entendemos que no se cumplió con lo que establece el artículo 66 de la Constitución, puesto que de acuerdo con 
esa normativa, la comprobación de hechos que tipifiquen la prohibición o que supongan una eventual acusación para la separación 
del cargo, debe hacerse mediante sumario en aplicación, precisamente, del citado artículo 66, lo cual a nivel de la Junta 
Departamental no ocurrió. 


Si bien el Edil Guastavino se presentó ante la Comisión de Asuntos Internos de la Junta Departamental, simplemente declaró en 
respuesta a un interrogatorio, pero no tuvo la oportunidad de presentar descargos o articular su defensa. Esta situación fue 
denunciada por el Edil Miguel Ramírez en la mencionada sesión del 22 de agosto de 2003, antes de que se votara la acusación. 
Sin embargo, esa acusación se votó sin que se cumpliera con ese artículo constitucional que entendemos fundamental, entre otras 
cosas, porque para la aplicación del artículo 296 es necesario que el miembro del Cuerpo a quien se le comprobare haber violado 
la prohibición no renunciase, aunque obviamente antes de renunciar debe probar que no tiene ninguna incompatibilidad. Sobre este 


punto es lo que quería manifestar, aunque en el documento que vamos a dejar en poder de los señores Senadores se profundiza 
más al respecto. 


Otro tema que creemos fundamental que conozcan los señores Senadores, es el relativo a la aplicación del concepto de "cosa 
juzgada". Decimos esto, porque el motivo por el cual se acusa a Guastavino en esta oportunidad, ya fue objeto de resolución por 
parte de la misma Junta Departamental en varias ocasiones. El tema fue resuelto el 6 de diciembre del 2002, ya que ante un 
expediente concreto que estudiaba este tema, la Junta Departamental por 20 votos en 23 Ediles presentes, y no existiendo hechos 
y elementos nuevos para reconsiderar la situación actual, ya en esa oportunidad ordenó archivarlo. 


Precisamente, entendemos que esa resolución, ese decreto de la Junta Departamental, se dictó en cumplimiento de la función 
jurisdiccional de la propia Junta. Como se sabe, las funciones del Estado son la constituyente, la legislativa, la administrativa y la 
jurisdiccional. En nuestro país, la tripartición de Poderes no coincide con la separación de funciones. Por tal motivo, la Junta 
Departamental tiene las funciones legislativas, administrativas y jurisdiccionales, y el decreto aludido es un acto de naturaleza -a 
nuestro parecer- jurisdiccional, al igual que el juicio político. Por ello, el pronunciamiento de fecha 6 de diciembre de 2002 adquiere 
la fuerza de verdad definitiva. 


Esto está muy bien desarrollado también en la sesión del 22 de agosto del 2003, a cuyas actas nos remitimos, por el Edil Daniel 
Ordusgoity, del Partido Nacional, que entre otras cosas dice que todos los mismos elementos que ahora están en el expediente 
sobre incompatibilidad, ya fueron resueltos. Después entra a hacer otras consideraciones de tipo más bien político que en todo 
caso el Edil Guastavino después desarrollará, si es de interés de los señores Senadores. 


Por otra parte, en la Sesión Preparatoria de la Junta Departamental de Soriano de fecha 4 de julio del 2000 -es decir, previamente a 
los cargos- se realizó el examen, de acuerdo con el orden del día de la mencionada sesión, de la situación legal de los Ediles 
electos, titulares y suplentes, en lo referente a las incompatibilidades. Ahora bien, luego de que las Comisiones se reunieron a tal 
efecto, se realizaron cuatro observaciones sobre presuntas incompatibilidades, pero ninguna de ellas refirió al Edil Guastavino. 


Otra cosa que también entendemos se suma a esto que venimos diciendo, es el hecho de que en esa misma sesión del 22 de 
agosto del 2003, una de las mociones que resultó aprobada fue la de mandar archivar nuevamente el expediente en lo que tiene 
que ver con estos temas. 


SEÑOR GUASTAVINO.- Quiero decir que esa Comisión que estudió en primera instancia las presuntas incompatibilidades 
nuestras, no lo hizo solamente respecto de los 31 Ediles titulares sino de todos los Ediles, es decir, de noventa y pico. De los cinco 
miembros, hay dos que después me cuestionan, que son los Ediles Kelland y Dancheff, que integraron esa Comisión y 
determinaron, en primera instancia, que no había incompatibilidad en mi función. 


DOCTOR RAMIREZ.- Esas son, en resumen, las consideraciones respecto a la forma que nosotros entendemos deben ser tenidas 
en cuenta y de las cuales -repito una vez más- dejamos a ustedes un esquema. 


También nos merece consideraciones el fondo del tema. Una de ellas es que el Edil Guastavino no es propietario de la estación de 
servicio "Texaco", como se le acusa. Como ustedes saben, "Texaco" es un nombre comercial, pero la dueña de la estación es 
"Radial Mercedes Limitada". Sergio Guastavino no es propietario de esta estación. De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 2? 
de la Ley N* 16.060, las sociedades comerciales son un sujeto de derecho distinto al de sus integrantes. Por lo tanto, "el propietario 
de la estación "Texaco", sita en las calles Rodó y Colón", no es Guastavino sino "Radial Mercedes Limitada". Incluso Sergio 
Guastavino ni siquiera es socio de Radial Mercedes Limitada. Además, y teniendo presente que no es de aplicación a la situación 
del Edil Guastavino, debemos recordar que existe una interpretación constitucional que sostiene, amparándose en que las 
excepciones constitucionales deben ser establecidas a texto expreso, que es posible la contratación del Municipio con un sujeto de 
Derecho distinto al Edil; por ejemplo, con una sociedad de responsabilidad limitada, aun en el caso en que el Edil fuera socio no 
administrador, y ello porque las sociedades comerciales son, por esa sola circunstancia, personas jurídicas con patrimonio y 
existencia diferentes al patrimonio de sus socios. Por tanto, de existir una situación contractual con el Municipio, sería de esa 
entidad jurídica y no de sus asociados. Se trata de una situación excepcional y, como toda excepción, debería estar establecida con 
claridad y a texto expreso, pero no es así. En consecuencia, toda persona jurídica de Derecho Comercial puede contratar con el 
Municipio, en la medida en que no existe prohibición expresa en tal sentido en nuestra Constitución. Esta posición también es 
sostenida por el doctor Fulvio Gutiérrez, en la página 56 de una publicación que se denomina "Gobierno Departamental". Asimismo, 
esta posición se ve reafirmada por el hecho de que cuando la Constitución quiso prever la situación de aquel Edil que integra una 
sociedad, lo hizo en el artículo 291, estableciendo la prohibición no a cualquier socio, sino a los "directores o administradores". 


Repetimos que, sin perjuicio de considerar que esta interpretación no es de aplicación a la situación del Edil Guastavino por cuanto 
no es socio de "Radial Mercedes Limitada", consideramos que es la interpretación que se ajusta a la Constitución y a los principios 
y derechos que ella reconoce. 


Otro punto que queremos destacar es que al Edil Guastavino no lo comprenden los artículos 290, 294 y 77, inciso cuarto, de la 
Constitución. Es claro que los artículos 294 y 77 no lo comprenden, pero tampoco el 290, porque no es empleado del Gobierno 
Departamental, no está a sueldo de una empresa privada que contrata con el Gobierno Departamental y no recibe retribución por 
servicio de una empresa privada que contrata con el Gobierno Departamental. 


Recordemos que el socio de una sociedad participa en las ganancias y soporta las pérdidas de una sociedad comercial, pero eso 
no significa necesariamente que reciba una "retribución por servicio". No obstante, se aclara nuevamente que Sergio Guastavino no 
pertenece a esta sociedad. 


Asimismo, entendemos que no lo comprende el artículo 291 de la Constitución, porque no interviene como Director o administrador, 
ni tramita o dirige asuntos propios o de terceros en el Gobierno Departamental. 


Otra precisión importante que queremos hacer -sin perjuicio de considerar que no es objeto del presente trámite analizar este 
punto- es que igualmente es intención de Sergio Guastavino realizar un breve análisis -en virtud de que su actuación fue 
cuestionada en ese aspecto- con relación a que no se violó la Ley N* 17.060, ni se cometió ningún delito previsto por el Código 
Penal. La honorabilidad del Edil Guastavino fue cuestionada por el denunciante Kelland quien, según surge de la sesión de la Junta 


Departamental de Soriano de fecha 11 de julio de 2003 -lo que fuera, incluso, recogido por la prensa- entre otras cosas expresó lo 
siguiente: "el señor Guastavino es un corrupto...". 


Otro Edil, el señor Sergio Dancheff manifestó: Guastavino está "violando la Ley 17.060, Art. 21". Precisamente, esta disposición 
expresa que los funcionarios públicos no podrán intervenir en asuntos que puedan beneficiarlos económicamente o beneficiar a 
personas relacionadas directamente con ellos; por lo tanto, no deberán estos funcionarios ejercer, en definitiva, un uso indebido de 
su cargo. 


Lo que cuestionamos es dónde está probado este requisito subjetivo. ¿Qué elementos probatorios hay, en todo este río de tinta, 
que prueben realmente que el Edil Guastavino usó indebidamente su cargo para contratar con la Intendencia? ¿Qué elementos 
probatorios existen para que se verifique un aprovechamiento en ese sentido? No los hay y, al no existir, tampoco surgen de los 
expedientes. 


El artículo 3” de la mencionada ley establece que se entiende por corrupción al uso indebido de poder público o de la función 
pública para obtener un provecho económico para sí o para otro, se haya consumado o no un daño al Estado. 


En este expediente, tales extremos no han sido probados. ¿Acaso se tienen pruebas de que el Edil Guastavino haya tratado con 
algún funcionario municipal, un jerarca o con el propio Intendente para venderles algo en forma especial y se haya aprovechado de 
algún dinero indebido? Entendemos que no, y lo reiteramos, no sólo porque no esté probado sino porque ello no existe. 


La Intendencia Municipal de Soriano le ha comprado a la empresa "Texaco", de "Radial Mercedes Limitada" -no de Sergio 
Guastavino- desde hace más de 40 años, así como a otras estaciones de servicio a las que les ha comprado por igual. De más 
está decir que el precio de los productos que venden -combustibles- está fijado por el propio Gobierno y no por los socios de la 
sociedad. Acá no estamos ante un caso en el cual se pudiera vender un artículo al Estado con un precio mayor que el del mercado, 
O a particulares. No; aquí se trata de la venta de combustible, cuyo precio, como es público, está fijado por ley y es para todos 
igual. 


Cabe precisar que no existe contrato alguno que una u obligue a la Intendencia con la empresa "Texaco" de "Radial Mercedes 
Limitada", sino que lo que sucede en la práctica es que la Intendencia concurre a las dos únicas estaciones de servicio que se 
encuentran en la planta urbana de Mercedes, "Texaco" y "Shell" -hay otras dos sobre la ruta- a comprar combustible e insumos 
para sus vehículos. Reitero que es la propia Intendencia la que decide unilateralmente a quien comprar, con total libertad y sin 
ningún tipo de vinculación o atadura. Todos estos elementos son fundamentales en esta situación por la que se pretende denunciar 
y ensuciar al Edil Guastavino, por un presunto "formalismo" que además no es tal. 


En definitiva, de la atenta lectura de todos los antecedentes se desprende, sin ningún tipo de esfuerzo, que se trata de un problema 
eminentemente político: las pretensiones por la Vicepresidencia de la Junta Departamental. 


A la luz de las disposiciones constitucionales y legales ya citadas, ¿qué es lo que verdaderamente se está protegiendo y 
previendo? Precisamente, se protege que un funcionario público -Intendente, Edil u otro- no se aproveche de su relación funcional 
o cargo público para, en relación a su situación privada, perjudicar a la Administración Pública con actos de corrupción u 
aprovechamiento injusto. Si realmente ello hubiera ocurrido y se hubiera comprobado, se justificarían estos antecedentes, pero 
jamás los hechos ventilados y probados por los denunciantes ameritan el juicio político en los términos que los ha querido el 
constituyente, por lo que corresponderá no hacer lugar al juicio político solicitado, por total falta de mérito e improcedente y por 
todos los fundamentos fácticos y legales ya citados. 


Muchas gracias. 

Estoy a las órdenes por si los señores Senadores entienden que corresponde, en lo personal, hacerme alguna pregunta. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más consideraciones, la Comisión de Constitución y Legislación del Senado agradece la 
comparecencia del señor Edil, de su asesor y del señor Edil suplente. Oportunamente los habremos de notificar de la próxima 
etapa de este procedimiento, que seguramente será la puesta de manifiesto y la eventual apertura a prueba y alegato de las partes. 
Muchas gracias. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 13 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


